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6. Las personas solicitantes podrán acceder al sistema 
mediante firma electrónica reconocida, para la consulta de 
los expedientes presentados y los pendientes de presentar, 
así como para la descarga de los documentos administrativos 
asociados a los mismos que han sido emitidos a través del sis-
tema. Esta habilitación del sistema de consulta y seguimiento 
de la tramitación no exime a la Consejería con competencias 
en materia de industria de efectuar las comunicaciones y noti-
ficaciones expresas que establezca la normativa aplicable.

Artículo 7. Documentación.
La documentación que las personas solicitantes deban 

aportar al procedimiento según la normativa reguladora espe-
cífica, incluida en su caso la acreditación de representación 
prevista en el artículo 32 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, se podrá presentar mediante documentos originales 
electrónicos, copias electrónicas de documentos electrónicos, 
copias electrónicas de documentos emitidos originariamente 
en soporte papel, que incluyan un código generado electróni-
camente u otros sistemas de verificación que permitan consta-
tar su autenticidad mediante el acceso a los archivos electróni-
cos de la Administración Pública, órgano o entidad emisora y 
copias digitalizadas de los documentos emitidos originalmente 
en soporte papel, cuya fidelidad con el original se garantizará 
mediante la utilización de firma electrónica reconocida. En 
este último supuesto, el órgano competente podrá solicitar del 
correspondiente archivo el cotejo del contenido de las copias 
aportadas. Ante la imposibilidad de este cotejo y con carácter 
excepcional, podrá requerir a la persona interesada la exhibi-
ción del documento o de la información original. La aportación 
de tales copias implica la autorización al órgano instructor 
para que acceda y trate la información personal contenida en 
tales documentos.

Artículo 8. Subsanación y mejora de la solicitud.
1. En el caso de que la solicitud no reúna los requisitos 

exigidos o no se acompañe la documentación necesaria, el ór-
gano competente requerirá al organismo solicitante para que 
en el plazo de diez días subsane la falta o acompañe los do-
cumentos preceptivos con la indicación de que, si así no lo 
hiciera, se le tendrá por desistido de su solicitud, previa reso-
lución dictada en los términos previstos en el artículo 42.1 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

2. La subsanación o mejora de la solicitud se realizará a 
través de los medios previstos en el artículo 6.

Artículo 9. Tramitación y resolución del procedimiento.
1. La tramitación y resolución del procedimiento se llevará 

a cabo por el órgano competente indicado en el artículo 5, 
siguiendo el procedimiento establecido en su normativa espe-
cífica de aplicación.

2. En los casos de procedimientos de obtención de con-
traseñas de tipo, el organismo de control habilitado solicitante 
estará obligado a la posterior remisión de la documentación 
prevista en la normativa específica, que se le especificará en 
el oficio de asignación de contraseña, a la Dirección General 
competente en materia de industria en el plazo de un mes 
desde la fecha de notificación de dicha contraseña. Dicha do-
cumentación deberá ir firmada, sellada y con la contraseña 
asignada. La entrega de la documentación se realizará a tra-
vés de los medios previstos en el artículo 6. 

3. En caso de incumplimiento de lo anteriormente indi-
cado se estará a lo dispuesto en los artículos 30 a 38 de la 
Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria, sobre infracciones 
administrativas.

Artículo 10. Notificación electrónica.
Las notificaciones administrativas que resulten de la tra-

mitación de los procedimientos administrativos contempla-
dos en la presente orden podrán llevarse a cabo por medios 

electrónicos. Para ello, será preciso que la persona solicitante 
haya señalado o consentido expresamente dicho medio de no-
tificación como preferente mediante la identificación de una 
dirección electrónica al efecto, en los términos establecidos en 
el artículo 15 del Decreto 183/2003, de 24 de junio.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o infe-

rior rango se opongan, contradigan o resulten incompatibles 
con lo establecido en la presente Orden.

Disposición adicional única. Habilitación para el desarro-
llo e interpretación de la presente Orden.

Se habilita a la persona titular de la Dirección General 
competente en materia de industria a realizar cuantas actua-
ciones sean necesarias para el cumplimiento, desarrollo, inter-
pretación y aplicación de la presente Orden y, en particular, a 
modificar su Anexo y establecer documentación a presentar 
adicional a la prevista en la normativa reguladora específica.

Disposición final única. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor al mes de su publica-

ción en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 7 de febrero de 2012

ANTONIO ÁVILA CANO
Consejero de Economía, Innovación y Ciencia

A N E X O

RELACIÓN DE PROCEDIMIENTOS

ASIGNACIÓN DE LA CONTRASEÑA DE TIPO (ATP). Re-
gulado en el artículo 3 del Real Decreto 237/2000, de 18 de 
febrero, por el que se establecen las especificaciones técnicas 
que deben cumplir los vehículos especiales para el transporte 
terrestre de productos alimentarios a temperatura regulada y 
los procedimientos para el control de conformidad con las es-
pecificaciones.

ASIGNACIÓN DE LA CONTRASEÑA DE TIPO (ADR). Re-
gulado en el artículo 13 del Real Decreto 551/2006, de 5 de 
mayo, por el que se regulan las operaciones de transporte de 
mercancías peligrosas por carretera en territorio español.

CERTIFICADO DE CONFORMIDAD DE VEHÍCULOS TRAS-
LADADOS DESDE OTRO PAÍS PARTE CONTRATANTE DEL 
ADR. Regulado en el artículo 19 del Real Decreto 551/2006. 
de 5 de mayo.

CERTIFICADO DE CONFORMIDAD DE VEHÍCULOS TRAS-
LADADOS DESDE OTRO PAÍS PARTE CONTRATANTE DEL 
ATP. Regulado en el artículo 9.4 del Real Decreto 237/2000, 
de 18 de febrero. 
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cretaría General Técnica, por la que se acuerda la re-
misión del expediente administrativo requerido por el 
Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. Cinco 
de Sevilla, en el recurso núm. 92/2012, y se emplaza a 
terceros interesados.

Por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 
Cinco de Sevilla se ha efectuado requerimiento para que se 
aporte el expediente administrativo correspondiente al recurso 
núm. 92/2012, interpuesto por el Sindicato Andaluz de Funcio-
narios de la Junta de Andalucía (SAFJA), contra la Resolución 
de 14 de noviembre de 2011, dictada por la Viceconsejería de 
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Economía, Innovación y Ciencia, por la que se revocan par-
cialmente las bases del concurso de méritos convocado por 
Resolución de 2 de marzo de 2011, para la provisión de pues-
tos de trabajo vacantes en el ámbito de esta Consejería en la 
provincia de Sevilla.

En consecuencia, de conformidad con lo ordenado por el 
órgano jurisdiccional,

HE RESUELTO

Primero. Remitir el expediente administrativo, de confor-
midad con lo previsto en el art. 116 de la Ley 29/1998, de 
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Resolu-
ción en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para que, 
de conformidad con el artículo 116 de la Ley 29/1998, esta 
notificación sirva de emplazamiento a cuantos aparecen como 
interesados en dicho expediente, para que puedan compare-
cer y personarse ante el órgano jurisdiccional como demanda-
dos en el plazo de cinco días siguientes a la publicación de la 
presente Resolución.

Sevilla, 12 de marzo de 2012.- La Secretaría General
Técnica, Ana María Robina Ramírez. 

OELPME ED AÍREJESNOC 

ORDEN de 13 de marzo de 2012, por la que se ga-
rantiza el funcionamiento del servicio público que pres-
tan los trabajadores de la empresa Armisad, S. Coop. 
And., que realiza el servicio de ayuda a domicilio en el 
municipio de Armilla (Granada), mediante el estableci-
miento de servicios mínimos.

Por los Delegados de Personal de Armisad S. Coop. 
And., en nombre y representación de sus trabajadores, la cual 
presta el servicio de ayuda a domicilio en el municipio de Ar-
milla (Granada), ha sido convocada huelga a partir del 19 de 
marzo de 2012, con duración indefinida, y que afecta a todos 
los trabajadores de la empresa.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los 
trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus intere-
ses, también contempla la regulación legal del establecimiento 
de garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los 
servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10 del Real 
Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo, 
faculta a la Administración para, en los supuestos de huelgas 
de empresas encargadas de servicios públicos o de reconocida 
e inaplazable necesidad, acordar las medidas necesarias a fin 
de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y 
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esencia-
les de la comunidad, la cual ha sido resumida por la Sentencia 
de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo, y ratificada en la 
de 29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración 
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de 
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una 
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos, 
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan 
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-

curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la 
huelga solamente en términos razonables».

La empresa presta un servicio esencial para la comuni-
dad, la prestación del servicio de ayuda a domicilio en el muni-
cipio de Armilla, cuya paralización puede afectar a la vida e in-
tegridad física, y a la protección de la salud de los ciudadanos, 
y por ello la Administración se ve compelida a garantizar el 
referido servicio esencial mediante la fijación de los servicios 
mínimos, por cuanto que la falta de protección del referido 
servicio prestado colisiona frontalmente con el ejercicio de los 
derechos fundamentales a la vida e integridad física y moral y 
a la protección de la salud proclamados, respectivamente, en 
los artículos 15 y 43 de la Constitución. 

Convocadas las partes afectadas por el presente con-
flicto, ayuntamiento, empresa y comité de huelga, a fin de ha-
llar solución al mismo y, en su caso, consensuar los servicios 
mínimos necesarios, y habiéndose alcanzado un acuerdo en-
tre éstas dos últimas, de conformidad con lo que disponen los 
preceptos legales aplicables, artículo 28.2 de la Constitución; 
artículo 63.1.5.º de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, 
de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía; artículo 
10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relacio-
nes de Trabajo; Real Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre, 
sobre traspaso de funciones y servicios de la Administración 
del Estado a la Junta de Andalucía en materia de trabajo; De-
creto del Presidente 14/2010, de 22 de marzo, sobre reestruc-
turación de Consejerías; Decreto 136/2010, de 13 de abril, 
por el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería 
de Empleo y del Servicio Andaluz de Empleo y la doctrina del 
Tribunal Constitucional relacionada:

D I S P O N G O

Artículo 1. Establecer los servicios mínimos, que figuran 
en el Anexo de esta Orden, para regular la situación de huelga 
que afecta a los trabajadores de la empresa Armisad, S. Coop. 
And., la cual se iniciará el 19 de marzo de 2012, con duración 
indefinida.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte 
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios 
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales 
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977, 
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limita-
ción alguna de los derechos que la normativa reguladora de 
la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco 
respecto de la tramitación y efectos de las peticiones que la 
motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía.

Sevilla, 13 de marzo de 2012

MANUEL RECIO MENÉNDEZ
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo. 
Ilma. Sra. Delegada Provincial de la Consejería de Empleo de 
Granada.

ANEXO (EXPTE. 040/2012 DGT)

SERVICIOS MÍNIMOS

Se prestará atención a los dependientes de grado III, en 
su nivel 2, siendo un total de 20 personas usuarias, que tienen 


